Resumen del Informe Alternativo de las ONGs Australianas
1. Hay aspectos fundamentales sobre la promoción de los derechos humanos en Australia que siguen formando parte de los debates sobre las políticas públicas y sociales. Este resumen contiene información sobre fallas en la implementación del PIDCP. Se basa en información y experiencias proporcionadas por organizaciones no gubernamentales.

2. Este resumen contiene:

(a) Información actualizada sobre la promoción del PIDCP en Australia; y
(b) Un breve análisis de las violaciones de los derechos contenidos en el PIDCP y de los factores que han llevado a la falta de implementación, que busca complementar la información contenida en el Quinto Informe Periódico de Australia.
3,        La información suplementaria se encuentra en inglés:
(c) El Apéndice No. 1 contiene una serie de preguntas que pueden ser consideradas durante la elaboración de la lista de temas prioritarios;
(d) El Apéndice No. 2  propone áreas claves para las recomendaciones;  
(e) El Apéndice No. 3   contiene información adicional sobre el seguimiento de las observaciones finales y recomendaciones del Comité de Derechos Humanos en Australia.
INFORMACION ACTUALIZADA SOBRE  LA PROMOCION DEL PIDCP EN AUSTRALIA: 
3. El gobierno actual ha adoptado una serie de medidas para  la garantizar los derechos contenidos en el  PIDCP y  para la promoción general de los derechos humanos. Algunos de los logros desde Noviembre del 2007 son:  
(a) El gobierno se ha comprometido a  organizar consultas públicas sobre el reconocimiento de las obligaciones del estado y garantías de protección de los derechos humanos en Australia;
(b) El parlamento australiano emitió una disculpa formal a las generación de indígenas conocida como “la generación robada”;
(c) El Estado ratificó a la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad;
(d) El gobierno indicó la intención de acceder al Protocolo Facultativo de la CEDAW y al Protocolo Facultativo de la Convención Contra la Tortura,
(e) El gobierno acepto ser parte de un dialogo extensivo y constructivo con los mecanismos de derechos humanos de Naciones Unidas. Como parte de este proceso, se extendieron invitaciones abiertas a los expertos independientes del Consejo de Derechos Humanos. Asimismo, se espera establecer un mecanismo formal para darle seguimiento a las recomendaciones de los Comités de DDHH;
(f) Se llevaron a cabo reformas dell sistema de inmigración, incluyendo: 
(i) Acabando con la ‘solución del  Pacifico’;

(ii) Removiendo el sistema de ‘visas temporales de protección’ para las personas que buscan asilo político, 
(iii) Reformando el mandato de detención obligatoria en caso de  inmigrantes en situaciones irregulares;
(g) Se está reconsiderando la posición oficial del gobierno australiano con respecto a la Declaración de Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas; 

(h) Se estableció una Unidad de Inclusión Social en el gabinete;
(i) Se ha buscado nombrar a un comité de expertos con el objetivo de de preparar una estrategia para tratar el problema del acceso a la vivienda de manera integral;
(j) Los aspectos negativos de la intervención en los Territorios del Norte han sido contrarestados;

(k) Se logró reformar el sistema de relaciones industriales conocido como “Opciones de Trabajo”;
(l) La Comisión  Nacional de Productividad esta explorando opciones que sobre el establecimiento de un programa de asistencia a las familias que contenga provisiones sobre permisos de trabajo;
(m) El gobierno se ha comprometido ha promulgar legislación para eliminar las leyes federales que discriminan contra las parejas del mismo sexo; 

(n) El gobierno ha adquirido el compromiso de reformar el sistema de títulos sobre tierras ancestrales para los pueblos indígenas, 
(o) El plan del gobierno busca eliminar la brecha entre los niveles de vida y salud que existe entre los indígenas australianos y el resto de la población antes del 2018. También se espera superar la desigualdad antes del 2030.
BARRERAS A LA REALIZACION DE LOS DERECHOS CONTENIDOS EN EL PIDCP 

Esta sección resume las preocupaciones de la sociedad civil con respecto a las violaciones de los derechos contenidos en el PIDCP y  a las fallas en la implementación del mismo:
Artículo 1
4. El derecho a la auto-determinación de los pueblos indígenas no ha sido garantizado en Australia. Los indígenas no han logrado a llegar a ser adecuadamente representados en el sistema político nacional. La Comisión Nacional par los  Aborígenes y Isleños del estrecho de Torres, el único mecanismo nacional para los indígenas australianos, fue eliminado en el 2004.

5. Sin la existencia de un mecanismo nacional o regional representativo, las posibilidades que existen para la participación real de los pueblos indígenas en la formulación de políticas públicas son extremadamente limitadas.

6. Ningún indígena australiano forma parte del parlamento.
7. Históricamente, el gobierno australiano se ha limitado a ‘consultar’ a las comunidades indígenas. En la práctica, no existen mecanismos que garanticen un nivel de  participación que permita cumplir con todos los aspectos del derecho a la auto-determinación.
8. Australia fue uno de los cuatro países que se opusieron a la adopción de la Declaración de Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas en Septiembre del 2007. El gobierno actual ha consultado a los representantes de las comunidades indígenas con el fin de definir otra posición. No cabe duda que el reconocimiento de la Declaración mejoraría las relaciones entre el gobierno y los pueblos indígenas australianos.
9. Es importante que el gobierno considere ir más allá de una disculpa oficial a la ‘generación robada.’  Es necesario establecer reparaciones por la exclusión social y violaciones de derechos humanos que derivaron de las medidas que llevaron a que muchos niños indígenas hayan sido fueron separados de sus familias (en el siglo 19 y 20). 

10. Las medidas que se adoptaron como consecuencia de la  ‘Intervención de Emergencia’ en los Territorios del Norte viola el derecho a la auto-determinación de los pueblos. Las medidas que se han adoptadas incluyen: adquisición forzosa de terrenos,  la suspensión y limitación de los poderes de los consejos comunitarios. Asimismo, se impuso una ‘cuarentena’ al sistema de pagos de asistencia social. Un nuevo marco legislativo fue adoptado sin tomar en cuenta a las comunidades indígenas de los Territorios del Norte. La intervención suspende aspectos del Acto Contra la Discriminación Racial (1975).  
11. El gobierno anterior justificó el rechazo el llamado a reconocer los derechos y garantías de los indígenas australianos. La posición oficial se basa en la idea de que  existen suficientes garantías en la legislación nacional.  El concepto del ‘poder racial’ contenido en la Constitución ha sido utilizado por la Corte Suprema para permitir la promulgación de leyes  que afectan a personas pertenecientes a determinados grupos raciales. 
12. El acceso y control sobre los territorios ancestrales continúa siendo uno de los temas más importantes de DDHH para los pueblos indígenas de Australia. El Acto sobre Titulo Nativo (1993) establece estándares y procedimientos demasiado complejos.  En Julio del 2008, el Fiscal general anunció que el gobierno establecería procedimiento más flexible y menos técnicos .
Articulos 2 y 26: 
13. El PIDCP no ha sido incorporado a la legislación nacional y no es directamente exigible en Australia. Australia sigue siendo el único país desarrollado sin una carta de derechos humanos.
14. El gobierno actual se ha comprometido a garantizar una consulta nacional sobre el reconocimiento legal y la protección de los derechos humanos y responsabilidades en Australia. Los detalles aún no han sido pautados.

15. Australia es parte del Primer Protocolo Facultativo del PIDCP. Sin embargo, las recomendaciones y observaciones del Comité no son directamente ejecutables. No existe un mecanismo/procedimiento para monitorear la implementación del Pacto y cumplimiento de las recomendaciones del Comité.  El gobierno anterior rechazo las recomendaciones del Comité en varias oportunidades. 
16. Aunque la pena de muerte no se practica en ningún estado o territorio, o a nivel federal, esto es resultado de la legislación local. La falta de incorporación del Segundo Protocolo Facultativo del PIDCP a nivel Federal deja abierta la posibilidad de que se pueda re-introducir la pena de muerte en Australia.
17. Existen brechas regulatorias que limitan el respeto de las obligaciones adquiridas por el estado. Por ejemplo, no se regulan ni monitorean las actividades de las corporaciones australianas en otros países.  

18. Es necesario formular un Plan Nacional para promover el aprendizaje de los  Derechos Humanos. No existe ningún programa ‘formal’ en materia de educación de derechos humanos.
19. El derecho a la no-discriminación es protegido parcialmente. Las leyes que regulan la igualdad de oportunidades y la anti-discriminación no cubren todos los aspectos contenidos en el Artículo 2 del PIDCP. La legislación no cubre el principio de la igualdad sustantiva, la discriminación indirecta o la discriminación sistemática. La ley incluye excepciones que son inconsistentes con el PIDCP.  

20. Varios grupos no gozan de sus derechos civiles y políticos en base a la igualdad. Particularmente: 
(a) Indígenas australianos;

(b) Mujeres;

(c) Personas con discapacidades;

(d) Personas sin descendencia inglesa y que no hablan Inglés como lengua materna; 
(e) Personas sin vivienda;

(f) Gays, lesbianas, bisexuales, personas transgénero e inter-sexuales;

(g) Niños, niñas y jóvenes; 

(h) Diversas comunidades religiosas; 
(i) ancianos y ancianas.

Artículo 3:
21. Las mujeres australianas no están suficientemente representadas en la vida política y publica, ni en los altos niveles de la toma decisiones. También existe una falta de representación en los niveles gerenciales y ejecutivos del sector privado.
22. Con respecto a los indicadores sobre el bienestar social, las mujeres siguen percibiendo desventajas. Sobre todo en lo relacionado con: remuneración salarial, acceso a la salud, educación, vivienda y representación política. Las mujeres indígenas, las mujeres que no tienen descendencia inglesa y las mujeres con discapacidades se enfrentan a mayores obstáculos..

23. La incidencia de  violencia contra las mujeres es preocupante. Aunque el gobierno ha desarrollado una  “Agenda para la Seguridad de las Mujeres” los recursos para la prevención de la violencia y para la asistencia a las mujeres en estas situaciones son inadecuados.
Artículo 4:
24. Aspectos de la Intervención del Territorio del Norte y de las leyes para contra el terrorismo limitan los derechos contenidos en el PIDCP. Inclusive, los derechos no-derogables. Estas limitaciones han sido justificadas por tratarse de situaciones excepcionales.  Sin embargo, Australia no ha cumplido con las condiciones mínimas establecidas en el Artículo 4.
Artículo 6:
25. Los indicadores de la salud de los indígenas demuestran que los logros no son comparables con los del resto de la población. Muchas comunidades de indígenas australianos no tienen acceso a los servicios de salud primarios y  eso ha llevado a que la realización del derecho a la salud en Australia sea desigual. En general, se les dificulta el acceso a los servicios de salud primarios y en muchas comunidades, los determinantes esenciales de la salud no están presentes. En muchos casos, la falta de vivienda, agua potable, y electricidad, entre otros, tienen repercusiones negativas como determinantes de la salud. Las estadísticas indican que los indígenas australianos mueren en un promedio de 17 años antes que el resto de la población. 

26. Muchos indígenas mueren  bajo custodia. A pesar de las recomendaciones de la comisión Real que investigó las muertes de aborígenes bajo custodia hace más de 15 años, la situación no ha cambiado. En el 2003, el 75 por ciento de las personas indígenas que  murieron bajo custodia habían sido detenidas por infracciones menores.
27. Poco a poco, Australia ha dejado de oponerse a la pena de muerte en la región del Asia-Pacifico, sobre todo cuando afecta a ciudadanos australianos. Se han adoptado posiciones oficialistas que son inapropiadas. En Bali, los arrestos y condena de nueve australianos por tráfico de drogas resultaron en la cooperación entra agencias policiales en ambos países. La información que fue proporcionada por la policía federal australiana fue utilizada para condenar a tres de los “Nueve de Bali” a la pena de muerte en Indonesia.  
28. Los cambios climáticos presentan grandes obstáculos para el goce de los derechos humanos, incluyendo el derecho a la vida, en Australia y el Asia-Pacifico. La respuesta de Australia a los cambios climáticos tiene que ver con aspectos económicos y ambientales. Hace falta un enfoque de derechos humanos y un análisis de las obligaciones correspondientes. Sobre todo, en lo que respecta a la situación a las personas refugiadas y desplazadas como consecuencia de los cambios climáticos.
29. Más de 100,000 personas no tienen acceso a la vivienda digna. La incidencia de personas sin techo ha incrementado en la última década.  Las personas que se enfrentan a estos retos son afectadas por violaciones de derechos humanos que tienen efectos múltiples. Esto limita las posibilidades de que las personas sin hogar mantengan su dignidad.
Articulos 7 y 10:
30. No existen suficientes garantías para lograr que las leyes para contra el terrorismo sean compatibles con los derechos contenidos en el PIDCP. A partir de los sucesos del 11 de Septiembre del 2001, el gobierno Australiano ha introducido más de cincuenta leyes “antiterrorismo.”  Dada la ausencia de una carta federal sobre derechos humanos, estas leyes no han sido evaluadas o consideradas desde una perspectiva de derechos humanos. La ley permiten la detención y el aislamiento prolongado y existen dudas sobre la protección contra tortura y tratos o crueles, inhumanos o degradantes.
31. Las condiciones en las que se han mantenido a ciertos individuos que han sido acusados según leyes contra el terrorismo no cumplen con los estándares mínimos sobre el trato inhumano.  Las mayores preocupaciones tienen que ver con las condiciones restrictivas y austeras en las que mantienen a los detenidos. La carga de la prueba es demasiado onerosa y se dificulta la posibilidad de acceder a la libertad bajo fianza.
32. Aunque se prohíbe la tortura, las leyes Australianas contienen excepciones que permiten obtener confesiones y pruebas ‘a la fuerza.’ 

33.  Las autoridades se han rehusado a investigar denuncias sobre sometimiento a torturas. Los ciudadanos australinos Mamdouh Habib y David Hicks alegaron haber sido torturado.  La posición oficial ha sido negar las pruebas que apuntan a que el gobierno de EEUU consultó a funcionarios australianos cuando el Sr Habib fue arrestado en Pakistan, antes de haberlo transferido a un centro de detención en Egipto.
34. Del 1992 hasta Julio del 2008, Australia mantuvo una política para detener a las personas que buscan asilo durante periodos indefinidos. Aunque se han delineado propuestas para reformar el sistema actual, el Acto sobre Inmigraciones no ha sido reformado. 
35. Varios aspectos de detención de migrantes en situaciones irregulares suelen menoscabar las garantías contra tortura y tratos o crueles, inhumanos o degradantes. Los periodos de detención a veces son innecesariamente prolongados, no se brinda asistencia legal o información, las familias son separadas, etc. Varias prácticas deterioran la salud mental y física de los detenidos.
36. El principio de no-retorno en caso de que la persona se enfrenta a la posibilidad e ser torturada o arriesgar su vida al regresar al país de origen,  no ha sido incorporado a las leyes nacionales.
37. Los oficiales que trabajan en inmigración ejercen poderes extraordinarios. Sin embargo, hacen falta programas que faciliten la capacitación adecuada y es necesario establecer mecanismos de supervisión. 
38. En las cárceles,  las condiciones son inaceptables. La tasa de hacinamiento y la falta de acceso a servicios de salud, entre otros, no son consistentes con las prohibiciones contra la tortura y tratos o crueles, inhumanos o degradantes.
39. En la mayoría de las jurisdicciones australianas, las inspecciones carcelarias son inadecuadas. En muchos Estados y territorios, los inspectores correccionales son parte de, y reportan a, los departamentos gubernamentales que están a cargo de la administración de las cárceles. Los informes y recomendaciones de las inspecciones no son publicados.  
40. Muchos presos perciben desventajas sociales y psicológicas. Se ha demostrado que existe un mayor índice de inyección de drogas en las cárceles. Además, los presos son afectados por enfermedades transmitidas sexualmente.  Sin embargo, el sistema penitenciario no ha adoptado medidas opera minimizar estos efectos. 
41. Indicadores evidencias que los servicios de salud mental en las prisiones es inadecuado y que existen muchos casos de negligencia y trato/castigos degradantes.

42. El aislamiento se practica como un método para controlar a los presos. Un muchos casos, el aislamiento agrava la condición de presos ya estaban siendo afectados por enfermedades mentales.

43. Las presas se enfrentan a la discriminación sistemática y estructural. No tienen acceso a las necesidades básicas que permiten mantener un nivel de salud aceptable. Las prácticas disciplinarias tienden a ser invasivas y opresivas. 
44. El porcentaje de indígenas en las cárceles es alarmante. El indicie de encarcelamiento de los indígenas australianos el más alto del mundo. Los indígenas representan el 2% de la población general y el 24% de los presos/presas. 
45. Unas armas conocidas como ‘tasers’ son utilizadazas en las carceles y por los cuerpos policiales de varios Estados.
Artículo 8: 
46. Australia no ha formulado una estrategia integral para combatir el tráfico de mujeres y de niños que resulta en la explotación sexual.

47. Las comunidades indígenas no han sido compensadas por los ‘sueldos robados.’ La remuneración salarial pagada a los indígenas a través de sistemas controlados por el gobierno en el siglo 19 y el siglo 20 nunca fue recibida. 

48. Los prisioneros no reciben una remuneración justa por su trabajo. A la misma vez, son penalizados si no aceptan trabajo remunerado. No existen oportunidades adecuadas que les permitan adquirir herramientas que les permitan desarrollar habilidades que faciliten oportunidades de empleo luego de haber cumplido con sus condenas.  Además, no son protegidos en caso de sufrir daños durante horas de trabajo.
Artículo 9:
49. Del 1992 hasta Julio de 2008,  el gobierno mantuvo una política de detención de inmigrantes en situaciones irregulares, El régimen era arbitrario: no se consideraba las situación de cada detenido; no se habían explorado otras medidas para lograr los mismos objetivos; las detenciones eren indefinidas y, muchas veces, prolongadas; y no existían mecanismos para garantizar la legalidad de las detenciones. 

50. El Julio de este año, el gobierno propuso una serie de reformas al sistema de detenciones por inmigración. Aunque estos pasos son un avance, tres grupos de personas siguen siendo sujetas a la detención obligatoria: todas las personas que llegan a Australia sin autorización -por razones de salud publica y para evitar riesgos a la comunidad-, inmigrantes que presenten un riesgo inaceptable al resto de la  comunidad y aquellas personas que se hayan negado a cumplir con las condiciones de sus visas repetitivamente.

51. La Ley de Inmigraciones (Migration Act) continúa previendo que las personas  apatrias puedan ser detenidas en Australia a largo plazo.

52. Muchos aspectos de las leyes para combatir el terrorismo no son compatibles con el Artículo 9. En particular, los regimenes sobre las detenciones preventivas y sobre las órdenes de control. Un individuo puede ser arrestado hasta por catorce días en base a información que no es fácil de comprobar. Durante este periodo, los sospechosos no pueden apelar la detención y sólo tienen contacto limitado con el mundo exterior.  
53. La proporción de indígenas afectados por el sistema de condenas obligatorias es desproporcionada. La mayoría de estas leyes también afectan a los niños y a los jóvenes. 

54. Muchos grupos marginalizados y vulnerables son objeto de intimidaciones por parte de la policía. Por ejemplo, en los Territorios del Norte, se ha evidenciado que la policía tiende a detener a indígenas por ofensas menores.  
Artículo 12:
55. Las órdenes de protección y de prevención del terrorismo tienden a restringir la libertad de asociación y de movimiento. Muchas órdenes tienden as ser administrativas.

56. Las personas discapacitadas tienen acceso restringido a los espacios públicos y al transporte público.
Artículo 13:
57. La Sección 501 de la Ley de Inmigraciones autoriza al ministro de inmigración a expulsar a las personas que no se consideren de ‘buen carácter.’ Incluyendo a personas que hayan obtenido la residencia australiana con anterioridad. En el 2006, una Comisión de Ombudsman investigó instancias de anulación de visas a residentes australianos basadas en la Sección 501. Como consecuencia, se identificaron una seria de errores, omisiones e inconsistencias. 
58. Según la Sección 16 de la Ley de Inmigraciones, la visa ‘de visitante’ puede ser anulada por la Organización de Seguridad e Inteligencia (ASIO)  El problema con este procedimiento es que ASIO conduce las evaluaciones sobre ‘riesgos a la comunidad’ a través de entrevistase en privado. No se comparte la razón o información utilizada parar sustanciar la evaluación de anular la visa con la persona afectada. Tampoco existe un mecanismo que permita a la persona afectada solicitar que se reconsidere la decisión.
Artículo 14:
59. En Australia, las comisiones de asistencia legal y centros que brindan asistencia legal comunitaria, brindan la mayoría de los servicios para los grupos marginalizados. Sin embargo, la falta de financiación adecuada representa un barrera que limita el acceso a la justicia.  
60. Como consecuencia de la falta de recursos, las comisiones para la asistencia legal han tenido darle preferencia a personas que cumplen con ciertos criterios. En la práctica, se brinda apoyo a las personas pobres que necesitan asistencia en materia de leyes penales. En lo que respecta a casos de derechos civiles y administrativos, incluso cuando tienen que ver con materia de derechos humas, la asistencia legal gratuita es mínima.
61. Las medidas para combatir el terrorismo menoscaban las garantías de igualdad ante la ley y de ser oídos ante los tribunales competentes.  
62. Muchas jurisdicciones han acabado con la excepción en relación a la cosa/materia juzgada.
63. Según las leyes nacionales, las personas que han demostrado que fueron detenidas ilegalmente no tienen derecho a la compensación, Aunque varios expertos lo han recomendado, Australia no ha establecido un cuerpo independiente para investigar, corregir y compensar a las personas que han sido detenidas o encarceladas ilegalmente.

64. Los prisioneros siguen siendo sujetos a restricciones y condiciones que limitan las garantías sobre la igualdad ante la ley garantías y sobre la impartición de justicia.
65. Muchos indígenas no comprenden cómo funciona el sistema legal. Además, hacen falta servicios de interpretación simultánea a las lenguas indígenas que faciliten que las personas juzgadas entiendan sus derechos, el procedimiento, etc.
Artículo 15:
66. En varios Estados, la legislación brinda la posibilidad de extender el periodo de detención y de supervisión presos mas allá del término de la sentencia. Se han dado caso en los que se ha aplicado este principio retroactivamente, en casos en los que la legislación no existía cuando la sentencia quedo firme.
67. En New South Wales, una serie de reformas legislativas han resultado en la conversión de condenas largas a condena perpetua,  de manera retroactiva. Incluso en casos en los que el culpable fue juzgado cuando era menor de edad.
Artículo17:
68.  Las garantías al derecho a la privacidad son limitadas. No existen provisiones expresas sobre el derecho a la privacidad en la constitución federal ni en las constituciones de los estados.
69. Garantías limitadas sobre la protección en contra de la recaudación y divulgación ilegal de información están contenidas en varias leyes así como en interpretaciones de los tribunales (common law).

70. La Comisión Australiana sobre Reforma Legal ha recomendado 295 cambios a las leyes existentes,  en diez áreas claves. 
71. Las propuestas para justificar la introducción de cédulas de identidad no contienen protecciones adecuadas para evitar que el sistema afecte a los grupos marginalizados negativamente.  
72. El uso de sistemas de circuitos cerrados de televisión (CCTV) por parte de las autoridades y por organizaciones privadas ha aumentado. Sin embargo, el uso de estos sistemas en lugares públicos ha afectado a los grupos marginalizados que dependen de los espacios péblicos (por ejemplo jóvenes,  personas que viven en la calle, etc.).

73. Los poderes policiales para ‘parar y revisar’ son amplios y no son regulados adecuadamente. No se ha respetado el derecho a la privacidad en muchas circunstancias y, como resultado, se ha grupos como los indígenas, musulmanes  y migrantes africanos han sido victimizadas. 

74. La interferencia de correspondencia, comunicaciones y limitación del contacto con familiares de los presos y las presas van más allá de las consecuencias directas de la encarcelación. .
75. En muchas jurisdicciones, los propietarios expulsan a los arrendatarios de manera inmediata,  sin dar razones o brindar alternativas. En muchos casos, las personas que habitan en viviendas públicas han experimentado este tipo de evicciones.  
Artículo18:
76. La legislación Australiana no prohíbe la discriminación religiosa de manera amplia.
77. Muchos aspectos de las leyes para combatir el terrorismo  son incompatibles con el Artículo 18 del PIDCP. En la práctica, estas leyes han incrementado la discriminación contra los musulmanes y personas de descendencia árabe. 
78. Luego de los eventos del 11 de Septiembre del 2001, la comunidad musulmana y árabe ha reportado mayor incidencia de discriminación y falta de confianza en las autoridades.
Articulos 19 y 20:
79. El derecho a la libertad de expresión no es protegido de manera amplia en el derecho australiano.  Aunque la Corte Suprema ha establecido que existe un derecho a la ‘libertad de comunicación política’ en la constitución nacional, este derecho es limitado. Solo se refiere a comunicaciones que tienen que ver con el sistema representativo y la gestión responsable del gobierno.   

80. Una auditoría reciente sobre el derecho a la libertad de expresión reveló que en la ausencia de protecciones amplias, las garantías sobre la libertad de expresión se han ido limitando a lo largo de esta década. 

81. Aunque las ONGs juegan un papel importante en la promoción y protección de los derechos humanos, el financiamiento proporcionado por el gobierno y las leyes sobre los impuestos sirven para ‘silenciar.’ Las ONGs que se dedican a avanzar los derechos humanos en Australia a través del activismo político y el cabildeo, se han visto afectadas por estas medidas.
82. Aunque leyes contra la discriminación han sido promulgadas en todas las jurisdicciones, existen inconsistencias y brechas que deben ser eliminadas. Es necesario establecer una prohibición expresa contra la discriminación religiosa.

83. Muchas medidas para combatir el terrorismo, incluyendo las leyes sobre ‘actos terroristas’ y ‘organizaciones terroristas’, impiden el goce del derecho a la libertad de opinión y expresión 

84. Las personas discapacitadas no tienen libertad de buscar, recibir o impartir información en base a la igualdad.  

85. En los últimos años, varias cárceles y centros de detención en distintas jurisdicciones han limitado el acceso a ciertas publicaciones y a las noticias a través de los medios de comunicación.  Las consecuencias han sido desproporcionadas.
Articulos 21 y 22: 
86. Las provisiones de las leyes contra el terrorismo son amplias y criminalizan el derecho a la asamblea, en vez de regular conductas específicas. El poder de limitar y clausurar organizaciones según las disposiciones de las leyes contra el terrorismo no ha sido suficientemente regulado. 

87. En New South Wales y otros estados, la libertad de asamblea y de asociación así como la libertad de expresión ha sido restringida durante eventos públicos de gran magnitud.  Entre otros, la Cumbre del Consejo Económico de Asia-Pacific (2007) y el Día Internacional de la Juventud (2008). Ambos eventos se llevaron a cabo en Sydney. 

88. Aunque el sistema de relaciones industriales ‘opciones laborales’ protegía el derecho de los trabajadores a formar parte de sindicatos, la misma limitaba el derecho a la asamblea. Se permitía negarle a los trabajadores la posibilidad de involucrarse en negociaciones colectivas o de ser representados por su sindicato durante negociaciones individuales.
89. El derecho a la huelga no es protegido por las leyes australianos. El mismo es negado a los trabajadores en muchas ocasiones.
Artículo 23:
90. Los cambios recientes a la ley que regula las relaciones familiares (Family Law Act 1975) afirman que el padre y la madre mantienen los mismos derechos sobre sus hijos aún después del divorcio. En muchos casos, el derecho a la custodia se extiende a ambos representante sacrificando los intereses del niño o niña. En particular, las decisiones sobre dónde va a vivir el niño o niña y con quien va a pasar tiempo acarrean repercusiones que pueden afectar los derechos humanos de los niños.
91. Australia sigue siendo uno de dos países miembros de la Organización para la Cooperación Económica y el Desarrollo que no establecen un sistema público nacional para la protección del permiso de maternidad en el trabajo.  La Comisión para la Productividad esta estudiando elementos que pueden ser integrados a un esquema nacional.
92. La oficina del Fiscal General ha identificado 100 leyes que discriminan contra parejas del mismo sexo y sus familias. El gobierno se ha comprometido a proponer reformas para garantizar igualdad en el ámbito familiar.
93. Las leyes, regulaciones y prácticas que regulan la inmigración interfieren con el derecho a la familia. Sobre todo cuando:
(a) Se deporta a un miembro de la familia;

(b) Un miembro de la familia no obtiene permiso para traer a otra persona de la familia a Australia; o
(c) La entrada es negada a un individuo que busca reunirse con el resto de su familia que vive en Australia.
94. Una mayor proporción de padres y madres con discapacidades y con descendencia indígenas son separados de sus hijos/hijas. Las autoridades ‘remueven’ a muchos niños, niñas y jóvenes como medidas de protección. 
95. Los presos y detenidos reportan dificultades manteniendo relaciones con sus familias y con sus hijos/hijas.

Artículo 24:
96. Un informe de la Comisión Australiana Sobre Reforma Legal y  la Comisión Nacionalde Derechos Humanos e Igualdad de Oportunidades,  identifico barreras que impiden el reconocimiento y protección de los derechos de los niños, niñas y jóvenes a través del sistema legal. No se le ha dado seguimiento a muchas recomendaciones contenidas en el informe.
97. Las leyes que regulan las sentencias obligatorias afectan a los jóvenes desproporcionadamente. Sobre todo, a los jóvenes indígenas. 
98. En relación a la justicia penal de menores y jóvenes, es necesario incorporar garantías de protección de los derechos del niño. Sobre todo en relación a: procedimientos que permitan acceder a la libertad bajo fianza; la detención de menores en instituciones para adultos, la identificación de niños y niñas durante los procesos penales.
99. Las leyes contra el terrorismo no son protegen  los intereses de los niños, niñas y jóvenes.  Se permite detener e interrogar a jóvenes por un periodo máximo de siete días.
100. Aunque los cambios que afectan el sistema de inmigración han sido positivos, no se extienden suficientes protecciones a los niños, niñas y jóvenes refugiados ni a aquellos que buscan asilo político.. En particular, no existen garantías legales que permitan prohibir la detención de menores de edad.
101. Varios grupos marginalizados encuentran obstáculos cuando intentan tener accesar oportunidades en el sistema  educativo. es. Por ejemplo, niños y niñas con discapacidades, de descendencia indígenas, de familias de bajos recursos y que residen en zonas remotas/rurales. 
102. Se requieren mejores estrategias para prevenir la intimidación, el absentismo escolar y exclusión en las escuelas.
103. Los colegios públicos no prestan suficiente apoyo a los niños, niñas y jóvenes con discapacidades. Un gran número de jóvenes con discapacidades no terminan sus estudios de secundaria.
104. La falta de protección y realización real de los derechos de los niños, niñas y jóvenes indígenas a veces resulta en desventajas que limitan el acceso a oportunidades en el sistema de salud, educativo y penal.
Artículo 25:
105. La falta de representación de los indígenas, mujeres y personas con discapacidades  en la vida pública y política del país es preocupante. 

106. El derecho al voto no está contenido en la constitución o en las leyes federales. En el 2007, la ley electoral fue reformada (the Commonwealth Electoral Act 1918). Como consecuencia, se han identificado una seria de obstáculos y efecto negativos que limitan la representación de los jóvenes, personas con discapacidades, presos y personas sin vivienda.  
107. No se han adoptado medidas adecuadas para garantizar el ejercicio pleno del derecho al voto. Es necesario diseñar medidas para promover el ejercicio del voto por parte de grupos vulnerables tales como personas con discapacidades y personas sin vivienda. 

108. Las normas que regulan el financiamiento de los partidos políticos no garantizan que el proceso democrático se lleve a cabo de manera consistente con el Artículo 25 del PIDCP.

Artículo 27:
109. Existe una brecha significativa entre los indígenas australianos y el resto de la población. Es evidente que, entre otras cosas, es necesario promover la igualdad: para mejorar los niveles de vida y salud de los indígenas; para asegurar avances en el sistema de administración de justicia; para garantizar el derecho a la vivienda y el derecho a la educación.  .
110. No se prohíbe la discriminación religiosa a nivel federal.

111. Los prejuicios contra la comunidad musulmana y árabe de descendencia perjudican a todas las personas que la forman parte de ella. Muchas personas se sienten alienadas y perciben un rechazo por parte de otras comunidades y por parte de las autoridades. 
112. El gobierno anterior hizo una serie de pronunciamientos negativos sobre la comunidad sudanesa en Australia y su ‘incapacidad’ de integrarse a la sociedad australiana. 
Artículo 50:
113. El sistema de protección legal, implementación y exigibilidad de los derechos contenidos en el PIDCP varía a lo largo del Estado Australiano. 
114. El parlamento Australiano tiene poderes constitucionales que permiten darle efecto a todos los derechos contenidos  PIDCP en todos los estados y territorios.
115. El estado de Victoria y el Territorio Capital han adoptado cartas de derechos humanos que le dan efecto a la mayoría de derechos contenidos en el PIDCP. 
116. En el estado de Tasmania y de Australia Occidental, dos Comisiones Independientes han recomendado la adopción de una ley o carta de derechos humanos. Hasta la fecha, no se ha  implementado esta recomendación.
117. A nivel nacional, el gobierno australiano se ha comprometido a una serie de consultas sobre el reconocimiento de garantías, derechos y responsabilidades de derechos humanos en Australia. Los detalles sobre esta consulta no han sido anunciados.
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